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30 de septiembre de 2005. El Parlament de Catalunya 
aprueba, por una amplia mayoría de votos, un nuevo Estatut 
d’Autonomia, dando así inicio al proceso de reforma estatutaria 
constitucionalmente previsto. El texto contiene una profunda y 
extensa reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña enton-
ces vigente (Estatut de Sau, de 1979, aprobado inmediatamente 
después de que la Constitución española delimitara en 1978 
las posibilidades y límites del despliegue autonómico) y tiene 
como objetivo ampliar los márgenes competenciales para Cata-
luña dentro de la Constitución de 1978, así como blindar en la 
medida de lo posible las competencias reconocidas a Cataluña 
frente a cualquier posterior recorte por parte de leyes estatales o 
interpretaciones del Tribunal Constitucional, lo que se intenta 
conseguir por medio de una prolija descripción de las mismas. 
Votan a favor del texto tanto la entonces mayoría de gobierno, 
el Tripartit de izquierdas, compuesta por Partit dels Socialistes 
Catalans (PSC), Esquerra Republicana de Catalunya (ERC) e 
Iniciativa per Catalunya-Verds (ICV) como el principal partido 
de la oposición, los nacionalistas conservadores de Convergèn-
cia i Unió (CiU), un total de 120 diputados de los 135 del 
Parlament. Votan en contra únicamente los 15 diputados del 
Partido Popular (PP).
30 de marzo de 2006. El Congreso de los Diputados aprue-
ba el texto del nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña tras 
un complejo proceso de pacto y negociación que lleva a su 
sustancial modificación en la Comisión Constitucional (que el 
presidente de esta Comisión, Alfonso Guerra, califica de “ce-
pillado” en una expresión que hará fortuna). Ello no obstante, 
esta rebaja de las pretensiones del texto no logra sumar al PP al 
acuerdo. El entonces presidente del Gobierno de España, José 
Luis Rodríguez Zapatero (Partido Socialista Obrero Española, 
PSOE), que se había comprometido previamente a su acceso 
a este cargo a respetar la reforma que saliera del parlamento 
catalán, se desdice de su promesa y participa activamente en la 
negociación, cerrando un acuerdo con el líder de la oposición 
catalana, Artur Mas (CiU), sobre la base del texto “cepillado”. El 
PSC se suma a ese acuerdo (como no puede ser de otro modo, 
dada su relación orgánica con el PSOE), junto a ICV, pero el 
gobierno catalán se rompe y ERC vota en contra del texto en el 
Congreso de los Diputados, como también hace el PP, princi-
pal partido de la oposición. La aprobación del texto se realiza 
sin problemas, pero con una mera mayoría absoluta (189-154) 
por la falta de concurso del PP. En el Senado los números son 
semejantes (si bien en este caso ERC se abstiene en vez de votar 
en contra).
18 de junio de 2006. Aprobación definitiva en referéndum 
del Estatut de Catalunya por parte de los ciudadanos de Cata-
luña, con un 73’90% de votos favorables (apoyados tanto por 
PSC e ICV como por CiU) frente a un 20’76% de votos negati-
vos (opción preconizada por PP y ERC). La participación en el 
referéndum es, sin embargo, baja, de apenas la mitad del censo 
electoral. Como consecuencia de la aprobación definitiva del 
texto, y con un gobierno catalán del que ya no forman parte 
los miembros de ERC, sustituidos por consellers del PSC, el 
President de la Generalitat, Pasqual Maragall, anuncia tanto la 
disolución del parlamento catalán como su renuncia a volver a 
presentarse.
31 de julio de 2006. El PP presenta ante el Tribunal Constitu-
cional recurso de inconstitucionalidad contra más de la mitad 
de los preceptos del Estatuto de Cataluña recién aprobado. Es 
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el primero de otros recursos, pues el Defensor del Pueblo y las 
Comunidades Autónomas de Murcia, La Rioja, Aragón, Islas 
Baleares y la Comunidad Valenciana también cuestionarán la 
constitucionalidad del texto.
5 de noviembre de 2006. Elecciones al Parlament de Ca-
talunya, que vuelven a ser ganadas por el Tripartit, al que se 
reincorpora ERC para formar de nuevo gobierno con ICV y el 
PSC, dirigido por José Montilla, elegido nuevo President de la 
Generalitat de Catalunya. En la oposición, CiU sigue siendo el 
partido más votado, con ganancia de votos, mientras el PP sufre 
un ligero desgaste. Entra en el Parlament por primera vez el 
partido político Ciudadanos (C’s), con 3 diputados y en límite 
marcado por la ley electoral para obtener representación (3%), 
tras una campaña basada en la crítica al Estatut de 2006 por 
innecesario e inconstitucional.
11 de septiembre de 2008. La Sentencia 103/2008 liquida 
definitivamente las pretensiones del Lehendakari Ibarretxe de 
realizar un referéndum en el País Vasco en el que preguntar 
sobre la incardinación política del mismo en España y para rea-
lizar a partir de ahí una reforma estatutaria acorde al resultado 
del mismo. Como señala la Sentencia, la competencia estatal en 
materia de referéndums (arts. 149.1.32º y 92 CE) impide a una 
Comunidad Autónoma su convocatoria unilateral, pero ade-
más el Tribunal señala que el contenido del mismo en ningún 
caso podrá, ni siquiera si convocado por quien tiene compe-
tencia para ello (esto es, el Estado), preguntar sobre contenidos 
inconstitucionales, como se entiende que lo son los que afectan 
a la unidad de la nación española (art. 2 CE), que sólo admite 
puedan ser consultados a la ciudadanía por medio del corres-
pondiente referéndum de revisión constitucional. Aunque en el 
momento en que esta decisión del Tribunal Constitucional ve la 
luz nadie piensa que vaya a ser relevante en un futuro cercano 
para la situación política catalana, la evolución de los aconte-
cimientos hará que acabe siendo reiteradamente invocada po-
cos años después como parámetro interpretativo constitucional 
esencial que invalida constitucionalmente todos los intentos de 
las instituciones catalanas de consultar a la población.
13 de septiembre de 2009. Primera consulta municipal 
realizada explícitamente sobre la independencia de Cataluña, 
en el municipio barcelonés de Arenys de Munt. Inicialmente 
organizada por el ayuntamiento de la localidad, los recursos 
contencioso-administrativos presentados por la Abogacía del 
Estado impidieron a la administración local, a la postre, encar-
garse de la misma. Como consecuencia de ello, asociaciones cí-
vicas locales retomaron las labores de organización y celebraron 
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igualmente la consulta, sin validez legal y de tipo participativo, 
en la que votaron unas 2.500 personas (sobre 8.500 habitantes 
y unas 6.500 personas censadas) con un 90% de opiniones a 
favor de la independencia. Como consecuencia de las dificulta-
des y procesos judiciales, se genera un movimiento de solidari-
dad que acaba llevando a la organización de consultas equiva-
lentes en una gran mayoría de municipios catalanes a lo largo 
de varias oleadas en 2009, 2010 y 2011, que se cierran con una 
consulta en Barcelona. Según los organizadores, casi un 30% 
del censo electoral catalán acabó participando en las mismas.
28 de junio de 2010. Se hace pública, tras cuatro años de 
tormentoso debate en el seno de la institución, la Sentencia 
31/2010 del Tribunal Constitucional sobre la constitucio-
nalidad del Estatut de Catalunya de 2006. Es ponente de la 
misma, finalmente, la propia Presidenta del Tribunal, María 
Emilia Casas, sustituyendo a la ponente inicialmente designa-
da. La Sentencia, tras lograr aglutinar una mayoría que, para 
casi toda la sentencia, es de 6-4 y que incluye al magistrado 
Manuel Aragón, voto hasta ese momento dudoso, anula una 
serie de preceptos del Estatuto catalán y realizada interpreta-
ciones conforme a la Constitución de otros muchos. Los votos 
particulares son concurrentes respecto de las anulaciones, si 
bien difieren en las razones que aportan para ello y, por lo ge-
neral, ven más tachas de inconstitucionalidad que la sentencia 
y, además, consideran que los preceptos interpretados confor-
me a la Constitución deberían haber sido anulados también. 
Con la única excepción del voto del magistrado catalán Eugeni 
Gay, que expresa alguna discrepancia respecto de la anulación 
de algunos elementos simbólicos o declarativos, pero concurre 
también respecto del grueso de la sentencia, puede considerar-
se que el Tribunal Constitucional, cuando se pronuncia contra 
las normas estatutarias y les niega validez dentro de la Cons-
titución, lo hace por unanimidad. Las diferencias son de ma-
tiz, respecto de los argumentos empleados; y sobre todo sobre 
si ciertos preceptos interpretados conforme a la Constitución 
habrían de ser directamente anulados también; así como en 
torno a si preceptos no anulados deberían haberlo sido. Pero 
el núcleo de lo anulado es efectivamente considerado por todo 
el Tribunal como inconstitucional. Este núcleo comprende no 
dar contenido jurídico a la declaración de Cataluña como na-
ción en el Preámbulo, 14 artículos inconstitucionales (algunos 
sobre elementos identitarios, otros sobre el carácter del Consell 
de Garanties Estatutàries o las funciones del Síndic de Greu-
ges, muchos de ellos sobre la organización del poder judicial 
en Cataluña y una última parte sobre el blindaje competencial 
y cuestiones de financiación), pero también la rectificación 
del contenido de los sometidos a una relectura conforme a la 
Constitución que les hace cambiar de sentido (por mucho que 
una serie de magistrados expresen su opinión de que habrían 
de haber sido declarados directamente inconstitucionales): de 
nuevo hay entre ellos preceptos sobre derechos históricos o 
símbolos identitarios o referidos a la noción de “nación”; se 
redefine así el régimen lingüístico o el marco de financiación 
propuesto; y, entre otras cosas, se rectifica el sentido del art. 
110 del nuevo Estatuto catalán, dejando claro que el reparto 
de competencias en él contenido no puede constituir blindaje 
alguno en ningún caso frente a posibles interpretaciones futu-
ras del legislador estatal amparadas por la interpretación del 
mencionado reparto contenido en el art. 149 CE que haga en 
cada caso el Tribunal Constitucional.
10 de julio de 2010. Apenas dos semanas después de cono-
cerse el fallo, se celebra una muy concurrida manifestación en 
Barcelona en protesta por la Sentencia 31/2010 del Tribunal 
Constitucional a la que asisten todos los partidos catalanes con 
representación en el Parlament menos el PP y C’s, así como el 
President de la Generalitat. Por primera vez en una manifesta-
ción tan masiva se corean gritos de “Independència” de forma 
generalizada. Mientras la recepción de la decisión del Tribunal 
Constitucional genera esta reacción política en Cataluña, en el 
resto de España el gobierno socialista de José Luis Rodríguez 
Zapatero y la mayor parte de la opinión pública y publicada 
alaban la sentencia, que consideran un punto de encuentro sa-
tisfactorio. Las críticas que se producen, al contrario que en 
Cataluña, vienen de quienes, como los votos particulares de 
la STC 31/2010, consideran que el fallo no ha sido suficiente-
mente duro.
28 de noviembre de 2010. Culminada la legislatura en Cata-
luña en medio de la crítica a la Sentencia del Tribunal Constitu-
cional, se producen elecciones al Parlament de Catalunya que 
suponen la liquidación de las mayorías políticas que habían 
hecho posibles los anteriores Tripartitos de izquierdas encabe-
zados por Maragall y Montilla. CiU recuperará el gobierno a 
partir de una crítica a la STC 31/2010 y basando su campaña en 
la propuesta de un nuevo pacto fiscal entre España y Cataluña, 
a la manera del concierto vasco. Una mayoría de 62 escaños (a 
5 de la mayoría absoluta) permite a Artur Mas ser investido con 
el apoyo de ERC. El PSC sufre una importante caída de votos y 
C’s se mantiene con 3 diputados en el Parlament, de nuevo en 
el filo de la barrera electoral del 3%. También en ese límite se 
sitúa Solidaritat per la Indepedència (SI), partido que concurre 
a las elecciones con un programa explícitamente independen-
tista y que logra por primera vez 4 diputados.
20 de noviembre de 2011. Elecciones legislativas en Espa-
ña que cierran los años de gobierno de Rodríguez Zapatero 
(PSOE), quien tras haber capeado una legislatura complicadísi-
ma en medio de una grave crisis económica había renunciado 
a volver a presentarse. Mariano Rajoy (PP) logra una abultada 
mayoría absoluta con casi un 45% de los votos y 186 dipu-
tados. En medio de fuertes presiones de la Unión Europea para 
que España se acoja a un rescate financiero, toda la legislatura 
estará marcada por la crisis económica y sus consecuencias, 
tanto en forma de recortes como respecto de las rigideces que 
la misma provocará a la hora de, por ejemplo, poder atender 
cualquier negociación de pacto fiscal con el gobierno catalán 
de Artur Mas.
11 de septiembre de 2012. Primera gran manifestación or-
ganizada aprovechando la celebración de la Diada catalana para 
reclamar la independencia de Cataluña. La manifestación es or-
ganizada por determinadas entidades y asociaciones de signo 
independentista, esencialmente Òmnium Cultural i Associació 
Nacional de Catalunya, que en la estela de los movimientos 
sociales organizados para desarrollar las consultas y movimien-
tos populares iniciales en Arenys de Munt se han consolidado 
como organizaciones muy implantadas en el tejido social in-
dependentista. El éxito de convocatoria es notable y los ma-
nifestantes se cuentan por cientos de miles, lo que supone un 
primer éxito mediático del independentismo, que se repetirá en 
años sucesivos. Tras esa fecha, manifestaciones igualmente ma-
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sivas y festivas se repetirán en años sucesivos, siendo la última 
de ellas la celebrada el 11 de septiembre de 2017, en vísperas 
del referéndum convocado por la Generalitat de Catalunya para 
el 1 de octubre de ese mismo año.
20 de septiembre de 2012. El presidente del gobierno, Ma-
riano Rajoy, recibe en Moncloa a Artur Mas, president de la 
Generalitat de Catalunya, que le traslada su propuesta de pacto 
fiscal para Cataluña como alternativa al disminuido Estatuto 
catalán de 2006 a fin de blindar por esta vía un nivel de au-
togobierno generoso para Cataluña, en la estela del concierto 
económico del que disfrutan País Vasco y Navarra. El Gobierno 
de España niega cualquier posibilidad de acuerdo al respec-
to, tanto por afectar a la igualdad entre españoles como por 
el inexistente margen económico de maniobra posible en esos 
momentos como consecuencia de la crisis económica y fiscal. 
Artur Mas anuncia que, ante la rotunda negativa del Estado, el 
catalanismo necesita un proyecto político nuevo, que a la pos-
tre deriva en la paulatina aceptación del independentismo por 
parte de cada vez más cuadros de la otrora coalición moderada 
CiU, presionados por sus bases y por los electores.
27 de septiembre de 2012. En la estela de la masiva manifes-
tación producida el 11 de septiembre, y una vez formalizada la 
negativa del Estado a negociar cualquier intento de pacto fiscal 
como el perseguido por CiU, el Parlament de Catalunya aprue-
ba una resolución en que se pide por primera vez la convocato-
ria de una consulta sobre la independencia de Cataluña. La mo-
ción cuenta con apoyos más allá de los partidos abiertamente 
independentistas o nacionalistas catalanes (CiU, ERC, SI), pues 
también es votada a favor por parte de ICV y un diputado del 
PSC (87 diputados de 135). El resto de diputados del PSC (27) 
se abstiene. Votan en contra PP y C’s (21 diputados).
8 de octubre de 2012. Francisco Rubio Llorente escribe un 
artículo en el diario El País con el título “Un referéndum para 
Cataluña” donde se muestra no sólo partidario de que un re-
feréndum consultivo pueda preguntar a la población catalana 
sobre su permanencia en España sino en el que, además, con-
sidera perfectamente constitucional la realización del mencio-
nado referéndum por medio del desarrollo legislativo ordinario 
del art. 92.3 CE. El artículo es importante, además de por la 
auctoritas de su autor, no por representativo sino por todo lo 
contrario: la postura de Rubio Llorente es en ese momento y ha 
seguido siendo a lo largo de los años muy minoritaria en la doc-
trina española, que durante todos estos años se ha pronunciado 
de forma consistente contra la celebración de un referéndum de 
esas características y que, en la estela de lo afirmado por el Tri-
bunal Constitucional tanto en la STC 103/2008 como reiterado 
con posterioridad, entiende imposible un referéndum así sin 
una previa reforma constitucional.
25 de noviembre de 2012. Tras la negativa del gobierno de 
Mariano Rajoy a iniciar cualquier negociación sobre mejora de 
la financiación autonómica para Cataluña y en la estela de las 
manifestaciones soberanistas y de la decisión del Parlament re-
señada, Artur Mas decide disolver la cámara autonómica para 
tratar de fortificar su mayoría política. El leit-motiv de la cam-
paña de CiU es la reclamación de esa consulta o referéndum 
pactado con el Estado sobre la independencia de Cataluña. Sin 
embargo, CiU no incrementa su mayoría, sino que se desangra 
electoralmente, mientras ERC, que además de apoyar la cele-
bración de la consulta se presenta a las elecciones con un pro-
grama abiertamente independentista, experimenta un aumento 
notable de sus apoyos. El PSC, por su parte, sigue perdiendo 
apoyos, mientras ICV y el PP mejoran levemente. Parte de los 
votantes que abandonan el PSC van a parar a C’s, con una pos-
tura más clara de oposición a la independencia de Cataluña y 
a cualquier tipo de consulta, que llega a los 9 escaños. Entra 
por primera vez en el Parlament un nuevo grupo abiertamente 
independentista y anticapitalista, la Candidatura d’Unitat Po-
pular (CUP), con 3 diputados, mientras que SI no logra repetir 
por encima de la barrera electoral del 3%. Con estos resultados, 
Artur Mas (CiU) se ve obligado a pactar de nuevo con ERC, 
pero en situación de mayor debilidad frente a las fuerzas abier-
tamente independentistas.
16 de enero de 2014. Tras un primer año de legislatura don-
de la discusión política en Cataluña se centra en la manera de 
vehicular la forma de consultar a la población sobre la perma-
nencia en España a partir de la labor del Consell Assesor per la 
Transició Nacional, órgano creado por el gobierno para explorar 
las distintas alternativas legales, finalmente el Parlament de Ca-
talunya acuerda pedir al Congreso las competencias necesarias, 
vía art. 150.2 CE, para poder realizar una consulta, haciendo 
para ello uso de la iniciativa legislativa autonómica. Se trata de 
una de las fórmulas que había barajado el mencionado Consell 
Assessor, y de una de las más “pactistas”, pues implica al Estado 
en la solución. La propuesta sale adelante con 87 votos a favor, 
43 en contra y 3 abstenciones: los votos a favor incluyeron no 
sólo a la mayoría nacionalista clásica (CiU y ERC) sino a ICV 
y a 3 diputados del PSC, mientras el resto de ese grupo, junto 
a C’s y PP, votaban en contra. La CUP se abstuvo, contraria a 
soluciones que requirieran del concurso del Estado.
Febrero 2014. Primer especial monográfico de El Cronista 
sobre el conflicto catalán. Obviamente, tanto esta revista como 
otras han dedicado mucho de su espacio al análisis de las dife-
rentes derivadas jurídicas del conflicto en curso, y los artículos 
y análisis sobre el particular se suceden en esos meses. Sirva 
este ejemplo para referenciar y dejar constancia de este intenso, 
y continuado, debate doctrinal, con un número monográfico 
que ejemplifica muchas de las cuestiones que se han debatido 
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estos años, desde cuestiones políticas y económicas a terceras y 
cuartas vías de solución, pasando por la intensa discusión sobre 
las posibilidades de que el Derecho Internacional permita o no 
la autodeterminación en unas circunstancias como la catalana 
o el profundo análisis sobre las efectivas posibilidades consti-
tucionales de realizar un referéndum o consulta en Cataluña a 
partir de los diversos intentos llevados a cabo en estos años por 
las instituciones catalanas.
25 de marzo de 2014. El Tribunal Constitucional anula por 
primera vez, en su Sentencia 42/2014, una mera declaración 
sin valor legal del Parlament de Catalunya relacionada con la 
afirmación soberanista del mismo. En concreto, se acepta el 
recurso del Gobierno contra la Resolución 5/X del Parlament 
de Catalunya por la que se aprueba la Declaración soberanista 
y del derecho a decidir del pueblo de Cataluña, donde se decla-
raba, siquiera fuera proclamativamente, el carácter soberano de 
la cámara catalana de representantes al afirmar, además, que el 
pueblo de Cataluña tiene “carácter de sujeto político y jurídico 
soberano”. El Tribunal Constitucional entiende que esta decla-
ración es incompatible con la Constitución española y, muy es-
pecialmente, con los artículos 1.2 (soberanía) y 2 (unidad) de 
la Constitución española de 1978. Se niega así, una vez más, la 
existencia de un derecho a la autodeterminación, así como que 
los órganos legislativos de las Comunidades Autónomas pue-
dan tener tal condición, por mucho que el Tribunal también 
acepta que se trata de una aspiración política legítima.
8 de abril de 2014. El Congreso de los Diputados recha-
za, siguiendo la posición del Gobierno español, por 299 votos 
en contra frente a 47, la proposición de ley presentada por el 
parlamento catalán (proveniente del acuerdo de 16 de enero 
de 2014) para que sea el propio Congreso de los Diputados 
quien permita, por medio de una ley estatal que transfiera esta 
competencia, una consulta en Cataluña. La negativa une a los 
grupos mayoritarios en el Congreso, tanto conservadores (PP, 
en el gobierno), como progresistas (PSOE). Sólo apoyan la pro-
posición de ley los nacionalistas catalanes (CiU, ERC) y vascos 
(PNV), así como algunos miembros del grupo mixto, entre los 
que se encuentran tanto Izquierda Unida como ICV. La vía de 
un referéndum que se pueda llevar a cabo con algún tipo de 
colaboración entre Cataluña y el Estado parece definitivamente 
cegada tras este intenso debate parlamentario, en el que partici-
pan también tres diputados autonómicos catalanes para defen-
der la proposición, dado su origen parlamentario autonómico.
25 de mayo de 2014. Se celebran elecciones europeas, con 
circunscripción única en España, en las que se constata por 
primera vez el enorme desgaste electoral de los partidos mayo-
ritarios como consecuencia de la crisis económica. PP y PSOE 
no llegan conjuntamente al 50% de los votos, lo que es una 
novedad histórica, con un 26% y un 23% respectivamente. IU 
logra un resultado muy bueno (10%), pero la sorpresa es que 
un grupo político de izquierda aglutinado por la protesta social, 
Podemos, le pisa los talones con un 8% en las primeras eleccio-
nes a las que se presenta. Estas elecciones también marcan la 
primera ocasión en que C’s logra un cierto resultado consistente 
a escala española (3% de los votos).
18 de septiembre de 2014. Se realiza el referéndum de in-
dependencia de Escocia, posible tras el pacto entre el gobierno 
del Reino Unido y las autoridades regionales escocesas. Final-
mente, una mayoría de un 55% de los votantes opta por la con-
tinuidad del Reino Unido con Escocia como parte del mismo, 
frente a un 45% de votantes que se manifiestan a favor de la 
independencia.
19 de septiembre de 2014. El Parlament de Cataluña aprue-
ba una ley destinada a facilitar una consulta en Cataluña, al am-
paro de las competencias para desarrollar este tipo de procesos 
participativos que el Estatuto de autonomía le otorga (art. 122, 
que desarrolla la posibilidad reconocida en la Constitución, art. 
92, de que haya formas de consulta no refrendatarias). La ley es 
aprobada por 106 votos a favor, donde no sólo se alinean CiU, 
ERC y CUP, sino también PSC e ICV, frente a 28 en contra (PP 
y C’s). La ley catalana 10/2014, de consultas populares no re-
frendatarias y otras formas de participación ciudadana fue pu-
blicada en el Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya el 27 
de septiembre, y ese mismo día el presidente de la Generalitat, 
Artur Mas, la empleó para convocar una consulta para el día 9 
de noviembre de 2014 en la que se preguntaría a la ciudadanía 
si deseaba que Cataluña fuera o no independiente, por medio 
de una pregunta articulada en dos fases: “¿Quiere que Cataluña 
sea un Estado?” y “En caso afirmativo, ¿quiere que este Estado 
sea independiente?”
29 de septiembre de 2014. El Gobierno español presenta 
recurso de inconstitucionalidad tanto frente a la ley de consul-
tas catalana como frente al decreto de convocatoria. El Tribu-
nal Constitucional los admite a trámite ese mismo día, con la 
consecuencia de la inmediata suspensión de la vigencia de am-
bos textos. La Generalitat de Catalunya pasa a no tener soporte 
normativo para seguir con los preparativos y organización de 
la consulta. A partir de ese momento se sigue una situación de 
indefinición sobre la organización del mismo, que no puede ser 
llevada a cabo por las autoridades catalanas, pero que cuenta 
con la indudable simpatía de las mismas.
9 de noviembre de 2014. A pesar de la suspensión de la ley 
y del decreto de convocatoria por parte del Tribunal Consti-
tucional, se celebra un proceso participativo desarrollado por 
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voluntarios y sin valor legal. Aunque formalmente la Generali-
tat de Catalunya no participa en la organización del mismo, los 
preparativos realizados antes de la suspensión son aprovecha-
dos, así como los locales públicos previstos para la votación, 
para llevarla a cabo con éxito. La consulta incluye en su censo 
a inmigrantes y menores de edad mayores de 16 años, y logra 
2.305.290 participantes, que en un 90% se expresan a favor de 
que Cataluña sea Estado (un 80% del total, además, se expresa 
a favor de que ese Estado sea independiente), lo que supone 
una participación efectiva de 37% de las personas convocadas. 
La mayoría política catalana, a pesar de la falta de validez legal 
de la consulta, considera que la misma es un indudable espal-
darazo político y plantea la necesidad de apertura de nuevas 
posibilidades jurídicas para consultar al pueblo catalán, instan-
do al Gobierno español a negociar.
24 de febrero de 2015. El Tribunal Constitucional resuel-
ve los primeros recursos planteados contra la ley catalana de 
consultas (cuya vigencia estaba, recordemos, suspendida) y en 
Sentencias 31/2015 y 32/2015 declara la inconstitucionalidad 
de la norma en la parte que se refiere a las convocatorias ge-
nerales, esto es, precisamente aquella empleada para la con-
sulta del 9-N, alegando que la regulación de estas consultas 
era sustancialmente idéntica a la de un referéndum y, por ello, 
competencia exclusiva estatal. El Tribunal reitera la doctrina 
de la STC 103/2008, sin que las diferencias en el proceso o el 
censo introducidas sean consideradas suficientes para amparar 
una flexibilización de las tesis que determinan la imposibilidad 
de todo referéndum autonómico y, a mayor abundamiento, de 
cualquier proceso de consulta que cuestione la unidad de Es-
paña.
Marzo 2015. Número monográfico de El Cronista sobre la 
reforma del Estado Autonómico con las aportaciones de los 
miembros de la Comisión de Comunidades Autónomas que 
informó en su momento sobre el despliegue del Estado autonó-
mico. De nuevo, se trata de un ejemplo del debate que se pro-
duce en la comunidad jurídica española que sirve como mues-
tra del estado de opinión más común, poco proclive a aceptar 
las tesis de la Generalitat de Catalunya o a abrir vías de flexi-
bilización o reforma constitucional que permita articular una 
consulta como la que pretenden los independentistas catalanes.
11 de junio de 2015. Nuevas sentencias del Tribunal Cons-
titucional anulan definitivamente diversas actuaciones admi-
nistrativas de la Generalitat en relación a la consulta del 9-N, 
confirmando la posición del Tribunal.
27 de septiembre de 2015. Ante el cierre de cualquier otra 
opción que permita consultar a los ciudadanos de Cataluña, 
CiU y ERC deciden celebrar elecciones unas que consideran de 
naturaleza “plebiscitaria” para que la población, por la vía de 
la emisión del voto ordinario en unas elecciones autonómicas, 
pueda expresarse sobre la independencia de Cataluña. Asumen 
este carácter tanto Convergència Democràtica de Catalunya 
(partido principal de la antigua CiU, que se presenta separada 
de su socio tradicional a las elecciones por primera vez en dé-
cadas) como ERC, que pactan una coalición soberanista junto 
con otros grupos menores e independientes llamada Junts pel 
Sí (JxS); como la CUP. Ambas formaciones se presentan con 
el compromiso de considerar que una mayoría de votos a sus 
candidaturas supondría un “sí” a la independencia de Cataluña. 
Negando el carácter plebiscitario a las elecciones, pero expre-
sando con claridad su negativa rotunda a la independencia de 
Cataluña, se presentan PSC, PP y C’s. También niegan el ca-
rácter plebiscitario a las elecciones, que entienden que versan 
sobre numerosos temas y no sólo sobre la independencia, y 
además manifiestan no tener una opinión definida sobre la mis-
ma por ser su electorado plural, partidos o coaliciones como 
Unió Democràtica de Catalunya (antiguo miembro de CiU) o 
Catalunya Sí Que Es Pot (CSQEP), partido de izquierdas empa-
rentado con los movimientos sociales de protesta que en el res-
to de España, sustancialmente, han acabado por aglutinarse en 
torno a Podemos. Los resultados de las elecciones otorgan a la 
suma de JxS y CUP una mayoría absoluta en escaños (62 y 10, 
respectivamente, sobradamente por encima de los 68 reque-
ridos) pero no así en votos (40% y 8%, respectivamente). Los 
partidos explícitamente contrarios a la independencia tienen 
resultados muy buenos en el caso de C’s (18%) y malos para 
el PSC (13%) y PP (8%), sumando en torno a un 39% de los 
votos. Por su parte, los partidos que no se pronunciaban sobre 
la cuestión suman el resto de apoyos, entre ellos Unió, que se 
queda por debajo del 3% y sobre todo CSQEP con un 9%. Con 
estos resultados, la CUP considera que, no habiéndose logra-
do un 50% de votos independentistas explícitos, no cabe una 
declaración de independencia por parte del Parlament de Ca-
talunya. La formación de gobierno, además, se antoja compli-
cada, pues JxS no tiene mayoría para imponer a su candidato, 
Artur Mas, rechazado por la CUP. La inestabilidad política se 
instala en Cataluña.
16 de octubre de 2015. Publicación de la reforma de la Ley 
orgánica del Tribunal Constitucional realizada por medio de la 
Ley Orgánica 15/2015, para la ejecución de las resoluciones del 
Tribunal Constitucional como garantía del Estado de Derecho. 
Por medio de esta ley, que suscitó una importante polémica 
política y no contó con el apoyo del PSOE (y fue considerada 
constitucional por el TC en SSTS 185 y 215/2016, aunque vo-
tos particulares disidentes) se dota al Tribunal Constitucional 
de capacidad para adoptar diversos tipos de medidas coerciti-
vas para garantizar la ejecución de sus sentencias, tales como la 
imposición de multas coercitivas o incluso la suspensión en sus 
funciones de cargos públicos. La mayoría gubernamental que 
apoya y aprueba la reforma justifica su necesidad precisamen-
te en la ausencia de instrumentos de esta índole que habrían 
ayudado a detener los actos de la Generalitat de Catalunya en 
relación a la consulta del 9-N 2014, así como la conveniencia 
de dotar al Tribunal de estos instrumentos para futuras actua-
ciones semejantes.
2 de diciembre de 2015. La Sentencia 259/2015 anula una 
nueva resolución del Parlament de Catalunya de contenido de-
clarativo pero sin carácter normativo. En este caso, la Reso-
lución anulada es la 1/XI, de 9 de noviembre de 2015, sobre 
el inicio del proceso político en Cataluña como consecuencia 
de los resultados electorales del 27 de septiembre de 2015. 
En esta Declaración, el Parlament de Catalunya, al inicio de la 
convulsa legislatura y antes incluso de formar gobierno, reitera 
solemnemente su vocación de soberanía ya enunciada en otras 
declaraciones igualmente anuladas y marca una concreta “hoja 
de ruta” acordada por JxS y CUP para ir creando estructuras 
de estado y preparar la convocatoria de un referéndum de au-
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todeterminación. El Tribunal Constitucional, como ya hiciera 
en la STC 42/2014, niega la constitucionalidad de este tipo de 
declaraciones y declara formalmente la nulidad de la resolu-
ción parlamentaria en todo lo referido a su declaración solemne 
del proceso de creación de un Estado catalán independiente 
en forma de república. Además, en el seno de este proceso, 
en la admisión a trámite del recurso del Gobierno, el Tribunal 
Constitucional hace uso de las nuevas facultades que le confie-
re la LO 15/2015 y advierte a diversas autoridades y políticos 
catalanes, y en concreto a la mesa del parlament de Catalunya, 
de que cualquier admisión a trámite de actuaciones parlamen-
tarias relacionadas con la norma suspendida supondrían una 
desobediencia a las decisiones del Tribunal.
20 de diciembre de 2015. La primera legislatura del gobier-
no de Mariano Rajoy (PP) con cómoda mayoría absoluta toca 
a su fin y se celebran elecciones que añadirán a la convulsa 
situación política catalana, con un parlamento incapaz de arti-
cular una mayoría de gobierno que elija nuevo President, una 
situación equivalente en España. Los nuevos tiempos políticos 
anunciados por las anteriores elecciones europeas se confir-
man, con unos resultados desastrosos del PP, que pierde más de 
60 diputados (29% de los votos y 123 diputados) y una caída 
igualmente notable del PSOE, de 20 escaños (22% de los votos 
y 90 diputados). Beneficiarios de esta situación son Podemos 
y sus aliados (20% de los votos y 69 diputados) y C’s (14% 
de los votos y 40 diputados). Toda mayoría estable en clave 
izquierda-derecha requeriría, para concretarse, de la suma a los 
bloques PP-C’s o PSOE-Podemos de partidos independentistas 
catalanes, lo que es políticamente imposible. Tras el intento de 
investidura fallido del líder del PSOE, Pedro Sánchez, que sólo 
logra el apoyo de pequeños partidos y C’s, la repetición de las 
elecciones es inevitable.
10 de enero de 2016. Tras dos votaciones de investidura fa-
llidas, donde Artur Mas no logra sumar los votos necesarios 
al cosechar sólo los de su formación política (62, JxS), y en el 
límite en que habría sido necesario convocar nuevas elecciones, 
JxS retira a Mas y propone la candidatura de Carles Puigde-
mont, alcalde de Girona hasta ese momento, que es apoyado 
por la CUP y se convierte en president de la Generalitat con 
el compromiso de cumplir la “hoja de ruta” pactada entre su 
partido y los anticapitalistas independentistas de la CUP que 
contempla la creación de “estructuras de Estado” (administra-
ción tributaria, leyes de transitoriedad…) y la convocatoria de 
un referéndum al cabo de 18 meses para permitir al pueblo de 
Cataluña decidir sobre la independencia de Cataluña.
26 de junio de 2016. El impasse político español se resuelve 
finalmente con la celebración de una segundas elecciones le-
gislativas, donde el Partido Popular mejora ligeramente unos 
resultados (33% de los votos y 137 diputados) que, sin em-
bargo, siguen sin permitir articular una mayoría políticamente 
coherente de centro-derecha debido al retroceso de C’s (13% 
y 32 diputados). Sin embargo, Mariano Rajoy será finalmente 
reelegido presidente del Gobierno gracias al apoyo indirecto 
del PSOE, que se abstiene en la votación de investidura, en 
medio de una gran crisis interna, tanto como consecuencia de 
este apoyo como debido a que los resultados electorales cada 
vez le acercan más a Unidos Podemos y sus aliados (85 y 79 
diputados respectivamente), lo que desata una lucha por la he-
gemonía en el voto de izquierdas que dificulta llegar a acuerdos 
para construir mayorías alternativas de gobierno que, además, 
requerirían también de la participación de partidos indepen-
dentistas catalanes.
16 de diciembre de 2016. La presidenta del Parlament de 
Catalunya, Carme Forcadell, declara por delito de desobedien-
cia ante el Tribunal Superior de Justicia de Catalunya por ha-
ber permitido que el Parlament votara las conclusiones de una 
comisión parlamentaria sobre el “procés”, al considerarse que 
puede constituir delito de desobediencia tras las declaraciones 
en este sentido del Tribunal Constitucional en sus resolucio-
nes suspendiendo la ya mencionada Resolución 1/XI, de 9 de 
noviembre de 2015, sobre el inicio del proceso político en Ca-
taluña.
14 de febrero de 2017. El Tribunal Constitucional anula di-
versas resoluciones del Parlament de Catalunya que llaman a 
impulsar el “proceso constituyente” catalán por entender que 
son continuación de un debate conectado con elementos y de-
claraciones previamente anuladas.
13 de marzo de 2017. El ex president de la Generalitat Artur 
Mas es condenado penalmente por el Tribunal Superior de Jus-
ticia de Cataluña a la pena de dos años de inhabilitación para 
ejercer cargos públicos por delito de desobediencia, entendien-
do el Tribunal que al permitir que la consulta realizada el 9-N 
2014 utilizara los materiales y previsiones organizativas previas 
desobedeció la suspensión decretada por el Tribunal Constitu-
cional. Son también condenadas la vicepresidenta de la Gene-
ralitat Joana Ortega y la consellera de educación Irene Rigau.
23 de marzo de 2017. El Tribunal Supremo condena a 
Francesc Homs (aforado ante este tribunal por su condición 
de diputado) a 13 meses de inhabilitación por delito de des-
obediencia, en la estela de la condena del TSJC a sus entonces 
compañeros de gobierno por las actuaciones referidas a la orga-
nización del9-N 2014.
8 de mayo de 2017. En el Tribunal Superior de Justicia de 
Catalunya declaran como investigados a la presidenta del Par-
lament de Catalunya, Carme Forcadell, y varios miembros de la 
mesa del parlamento catalán por permitir el debate y votación 
en la cámara de dos resoluciones a favor del referéndum inde-
pendentista, al entenderse de nuevo que haber permitido estas 
votaciones y debates suponen un delito de desobediencia tras 
las decisiones en este sentido del Tribunal Constitucional.
31 de julio de 2017. El Tribunal Constitucional admite a trá-
mite el recurso del Gobierno del Estado contra la reforma del 
Reglamento del Parlament de Catalunya que había introduci-
do un procedimiento de lectura única, a imagen y semejanza 
de los procedimientos equivalentes existentes en otros parla-
mentos autonómicos o en el Congreso de los Diputados, para 
poder aprobar leyes habilitando a la realización de un referén-
dum antes de que el Tribunal Constitucional actuara usando 
sus nuevos poderes suspendiendo los debates parlamentarios 
necesarios para aprobar las leyes que han de servir de sopor-
te al referéndum y a la continuidad del “procés”. Queda así 
suspendida la vigencia de la reforma del reglamento, que no 
podrá por esta razón aplicarse para la tramitación de las leyes 
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del referéndum y de desconexión anunciadas por la mayoría 
independentista catalana.
17 de agosto de 2017. 15 víctimas mortales en atentados 
terroristas reivindicados por el Estado Islámico, realizados por 
medio de atropellos en las Ramblas de Barcelona y el paseo 
marítimo de Cambrils. Los terroristas también matan a un ciu-
dadano más en su huida al robarle el coche. El comando es 
finalmente “abatido” por los Mossos d’Esquadra, la policía au-
tonómica catalana, resultando muertos 8 terroristas.
26 de agosto de 2017. Manifestación de rechazo a los aten-
tados en Barcelona, convocada por la alcaldesa de Barcelona, 
Ada Colau, y el President de la Generalitat de Catalunya, Carles 
Puigdemont. El Jefe del Estado, Felipe VI, decide, por primera 
vez en la historia de la democracia española recuperada tras la 
muerte de Francisco Franco en 1975, acudir a una manifesta-
ción. Su presencia en las calles de Barcelona genera un fuerte 
rechazo en parte de los manifestantes, produciéndose una im-
portante pitada al Rey.
6 de septiembre de 2017. Aprobación en una tormentosa se-
sión del Parlament de Catalunya de la ley que convoca el refe-
réndum de independencia impulsado por JxS y la CUP para el 
1 de octubre de 2017. La aprobación de esta norma constitu-
ye una quiebra explícita con la legalidad española y el sistema 
constitucional tal y como ha sido establecido por la sucesión de 
pronunciamientos del Tribunal Constitucional en la materia de 
los que hemos ido dejando constancia, que han dejado claro de 
forma reiterada que la realización de un referéndum de estas 
características no tiene cabida en el marco jurídico de la Cons-
titución española de 1978. La tramitación de la norma, tras la 
suspensión por parte del Tribunal Constitucional de la reforma 
del reglamento que permitía una aprobación en lectura única, 
se realiza tras una petición de modificación del orden del día 
impulsada por los diputados de JxS y CUP, aprovechando su 
mayoría absoluta en la Cámara. Tras una sucesión de suspensio-
nes del pleno, que lo alargaron hasta la madrugada, y con un in-
forme de los letrados de la cámara advirtiendo a la mesa del Par-
lament de sus posibles responsabilidades por hacer caso omiso 
a las resoluciones previas del Tribunal Constitucional, así como 
un aviso del Consell de Garanties Estatutàries que advertía de la 
necesidad de atender a la petición de varios grupos parlamen-
tarios de que este órgano informara la ley, finalmente se lleva a 
cabo la tramitación express parlamentaria del texto. La presen-
tación de enmiendas es testimonial y acelerada (finalmente, los 
grupos que se oponían a la ley las acaban retirando) y el debate 
sintético. Antes de la votación, los representantes de C’s, PSC y 
PP (52 diputados) se retiran del pleno. El texto definitivo de la 
Ley catalana 19/2017, del referéndum de autodeterminación, 
fue finalmente aprobado con los 72 votos a favor de JxS y CUP 
y 11 abstenciones de CSQEP, publicándose en el Diari Oficial 
de la Generalitat de Catalunya de ese mismo día y entrando en 
vigor con su publicación. La ley prevé la celebración de un refe-
réndum de autodeterminación vinculante en Cataluña el día 1 
de octubre de 2017, con un resultado cuya validez no depende 
de ningún umbral mínimo de participación. Asimismo, dispone 
unas garantías jurídicas para la realización del mismo que son 
muy criticadas, al establecer un acceso al censo del que en prin-
cipio la Generalitat de Catalunya no dispone y por instituir una 
Junta Electoral diferente a la ordinaria.
El Govern de la Generalitat en pleno firma el Decreto de con-
vocatoria del referéndum de autodeterminación del 1-O, que 
se celebrará con la pregunta anunciada ya antes del verano por 
dirigentes de JxS y la CUP: “¿Quiere que Cataluña sea un Esta-
do independiente en forma de República?”.
La convocatoria está afectada por la suspensión de las leyes que 
la amparan y tanto el Tribunal Constitucional como los tribu-
nales que están conociendo de querellas contra las autoridades 
catalanas empezarán a actuar para desactivarla.
7 de septiembre de 2017. En un pleno parlamentario muy si-
milar al del día anterior, y con idéntica sucesión de suspensiones 
y reanudaciones de la sesión, período de enmiendas y debate 
capitidisminuido y debate parlamentario express, es aprobada 
la Ley catalana 20/2017, de transitoriedad jurídica y fundacio-
nal de la República, publicada al día siguiente en el Diari Ofi-
cial. Esta norma pretende regular las consecuencias jurídicas 
del referéndum, y establece no sólo las consecuencias que han 
de deducirse del mismo tras su celebración y la certificación 
de resultados como los principios fundacionales y el derecho 
transitorio de una hipotética República catalana independien-
te hasta la elaboración de una Constitución. Caso de que en 
el referéndum previsto para el 1 de octubre se produjera una 
victoria del sí, la norma establece la necesidad de proclamar la 
independencia de Cataluña en las 48 horas siguientes a la cer-
tificación oficial de los resultados, acompañada de la convoca-
toria de elecciones constituyentes. Caso de que ganara el no, la 
norma prevé la celebración de elecciones autonómicas. Como 
no hace falta argumentar en exceso, se trata de otra norma en 
abierta contradicción con la legalidad ordinaria y constitucional 
vigente en España. Junto con la ley del día anterior, estamos ante 
un ejercicio de soberanía de facto sencillamente jurídicamente 
opuesto al orden constitucional español, que no es tanto que se 
desconozca como que, directamente, no se reconoce.
El Gobierno español se reúne en Consejo de Ministros ex-
traordinario y recurre la ley catalana 19/2017 ante el Tribunal 
Constitucional, recurso que esa misma noche acuerda admitir 
a trámite, quedando la norma suspendida. Adicionalmente, en 
uso de las atribuciones adicionales que le fueron conferidas por 
la LO 15/2015, el Tribunal también apercibe a 948 alcaldes 
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catalanes y a 62 cargos de la Generalitat de que no pueden par-
ticipar en la organización del referéndum del 1-O.
11 de septiembre de 2017. El Gobierno español recurre la 
ley catalana 20/2017 ante el Tribunal Constitucional, recurso 
admitido a trámite al día siguiente por este órgano, quedando 
así suspendida también la vigencia de esta norma.
13 de septiembre de 2017. La Fiscalía General del Estado 
anuncia que va a pedir la imputación de los más de 700 alcal-
des catalanes (más de tres cuartas partes del total de alcaldes 
catalanes) que han anunciado oficialmente su apoyo al referén-
dum y la cesión de locales municipales para su realización, así 
como la detención de los que no acudan a declarar.
14 de septiembre de 2017. El Tribunal Constitucional em-
plea por primera vez sus potestades de control de la ejecución 
de sus decisiones conferidas por la LO 15/2015 e impone mul-
tas coercitivas a los miembros de la Sindicatura Electoral pre-
vista en la Ley catalana, 19/2017, así como a varios miembros 
de la Conselleria de Economía a los que se identifica como 
responsables de la organización del referéndum. Las medidas 
provocan la renuncia de los miembros de la Sindicatura, que 
además revocan sus decisiones antes de hacerlo, y el cese de los 
miembros de la administración catalana por parte de sus supe-
riores. Debido a estas renuncias, el referéndum que pretende 
organizar la Generalitat de Catalunya pasa a depender exclusi-
vamente de la Administración catalana, sin órgano equivalente 
a una junta electoral que vele por sus garantías.
16 de septiembre de 2017. El Boletín Oficial del Estado pu-
blica el Acuerdo de la Comisión Delegada para Asuntos Eco-
nómicos de 15 de septiembre de 2017, por el que se adoptan 
medidas que posibilitan la intervención de las cuentas de la Ge-
neralitat de Catalunya. Al amparo de la legislación en materia 
de sostenibilidad financiera, y con apelaciones al art. 135 CE, 
el Ministerio de Hacienda emplea las exigencias de informa-
ción hasta la fecha implementadas para otorgarse el poder de 
intervenir las cuentas catalanas, como efectivamente hace días 
después, el 20 de septiembre, con el propósito de evitar que la 
Generalitat pueda dedicar recursos públicos a la celebración 
de un referéndum declarado inconstitucional e ilegal por los 
tribunales.
20 de septiembre de 2017. 14 personas son detenidas, esen-
cialmente cargos medios vinculados a la Conselleria de Eco-
nomía, en cumplimiento de órdenes de jueces y de la fiscalía 
que les imputa colaboración delictiva en cuanto que dirigen la 
estrategia para la celebración del referéndum prohibido. Las 
imputaciones, por delitos de desobediencia, prevaricación y 
malversación, son acordadas judicialmente y los implicados 
detenidos por la policía durante varias horas antes de su pues-
ta a disposición ante el juez, que posteriormente los deja en 
libertad con cargos. Estas detenciones dan lugar a concentra-
ciones de protesta muy concurridas y a los incidentes más im-
portantes de orden público habidos hasta la fecha, con agentes 
de la autoridad retenidos durante horas en edificios rodeados 
por miles de manifestantes que sólo les permiten abandonar-
los tras la intercesión de líderes de organizaciones indepen-
dentistas y la intervención de los Mossos d’Esquadra, ya de 
madrugada.
23 de septiembre de 2017. Mientras las operaciones policia-
les se suceden en imprentas y algunos medios de comunicación 
catalanes, a fin de encontrar las papeletas y las urnas que se 
pretenden emplear en el referéndum, el gobierno envía refuer-
zos desde otros lugares de España para ayudar al desarrollo de 
las operaciones en marcha, tanto las de búsqueda de material 
relacionado con el referéndum como las que los jueces ordenan 
en otros operativos. Asimismo, y en previsión de las actuacio-
nes necesarias para impedir las votaciones el día 1 de octubre, 
se acuerda poner a los cuerpos policiales bajo mando único 
estatal en la persona de Pérez de los Cobos, cargo del Ministerio 
del Interior. La discusión sobre las capacidades de este mando 
policial único y la legalidad de la pretensión de centralizar los 
esfuerzos policiales enfrentan a los responsables políticos de los 
Mossos d’Esquadra con los mandos policiales estatales.
1 de octubre de 2017. Celebración del referéndum de au-
todeterminación, a pesar de la suspensión de la ley 19/2017 
por parte del Tribunal Constitucional y de la renuncia de los 
diversos síndicos electorales tras la exigencia en ese sentido por 
parte del Tribunal Constitucional. Mientras la Generalitat de 
Catalunya trata de celebrar la consulta por todos los medios, el 
Gobierno de España se esfuerza en que se cumplan  las resolu-
ciones judiciales que han declarado inconstitucional  la consul-
ta, que no debe, por tanto, celebrarse. Durante la mañana, ur-
nas y papeletas llegan a los centros de votación protegidas por 
los propios votantes, donde muchos ciudadanos llevan todo 
el fin de semana concentrados para garantizar su apertura. La 
Generalitat anuncia un censo electrónico que permite votar en 
cualquier colegio electoral a los ciudadanos censados. Mientras 
tanto, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, autoriza-
das para ello por un juez que supervisa la operación, despliegan 
un operativo conjunto para intentar impedir la apertura de los 
colegios electorales y tratar de requisar el material electoral. La 
concentración de ciudadanos en un importante número obliga 
a realizar cargas policiales, cuyas imágenes son rápidamente re-
producidas en redes sociales y medios de comunicación inter-
nacionales. Muchos ciudadanos protegen los colegios durante 
el recuento para evitar que las urnas con votos sean requisadas, 
impidiendo así intervenciones ulteriores. Al final de la jorna-
da, la Generalitat de Catalunya anuncia provisionalmente que 
más de dos millones de catalanes han votado en el referéndum 
suspendido, en torno a un 42% del censo, con una mayoría 
abrumadora, de un 90%, a favor del sí. Como es evidente, el 
recuento final no elimina las dudas sobre esas cifras finales, 
dada la ausencia total de garantías con las que se produjo una 
votación desarrollada en las circunstancias referidas. Además, 
hay que tener en cuenta que 319 colegios electorales de un 
total de los 2.315 previstos fueron efectivamente clausurados, 
92 de ellos por intervención del Cuerpo Nacional de Policía y 
la Guardia Civil, lo que según cifras de la Generalitat suponía 
que 700.000 electores se quedaron sin colegio electoral (aun-
que podían votar en otros centros de votación gracias al censo 
electrónico), incrementando la absoluta irregularidad jurídica 
de la consulta.
3 de octubre de 2017. Huelga general en Cataluña convo-
cada inicialmente por el sindicato CNT y secundada poste-
riormente por numerosas organizaciones, incluso por aso-
ciaciones empresariales y el propio gobierno catalán, que se 
convierte en jornada de “paro” en protesta por la violencia 
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policial producida el día 1 de octubre. El paro es seguido ma-
sivamente en toda Cataluña, y se cierra con manifestaciones 
en las principales poblaciones de Cataluña, todas ellas muy 
concurridas.
A las 21 horas, el Jefe del Estado, Felipe VI, comparece televisi-
vamente para dar un mensaje a la nación española en ejercicio 
de sus facultades constitucionales, reconocidas en el art. 56.1 
CE, de arbitraje y moderación del funcionamiento regular de 
las instituciones para reiterar la ilegalidad del referéndum y la 
gravedad de los incumplimientos de los responsables de la Ge-
neralitat de Catalunya. El discurso se centra en la “deslealtad 
inadmisible” del gobierno catalán al lleva a cabo el referéndum 
contra lo dispuesto por el Tribunal Constitucional y anuncia 
una respuesta enérgica del Estado, empleando todos los me-
dios jurídicos a su disposición, para lograr la inmediata recon-
ducción del comportamiento de las instituciones y autoridades 
catalanas que están actuando al margen de la ley y de la Cons-
titución española.
4 de octubre de 2017. Se produce el primer debate monográ-
fico en el Parlamento Europeo sobre la situación en Cataluña. 
La mayor parte de los grupos parlamentarios con representa-
ción en la Eurocámara, y particularmente los grupos mayori-
tarios (conservador, socialdemócrata, liberal) coinciden en la 
exigencia de respeto al Estado de Derecho en España y en la 
legitimidad de la reacción de las instituciones españolas, pero 
alertan también sobre los excesos policiales en la represión del 
referéndum y en la necesidad de vehicular por medio del diálo-
go la solución al conflicto.
6 de octubre de 2017. En ausencia de Junta Electoral por la 
renuncia de todos sus síndicos, es el propio gobierno catalán 
quien certifica los resultados finales del 1-O. La participación 
final se eleva al 43% del censo no oficial manejado por la Gene-
ralitat (2.286.217), con un 90% (2.044.038) de votos para el sí 
a la autodeterminación de Cataluña.
Declaran en la Audiencia Nacional, encausados por delito de 
sedición, tanto el responsable de los Mossos d’Esquadra, Josep 
Lluís Trapero, por entenderse insuficiente la colaboración de 
los mismos en el operativo contra el referéndum, como los lí-
deres de las organizaciones independentistas Òmnium Cultural 
y Asamblea Nacional de Catalunya, por los disturbios produci-
dos el 20 de septiembre.
7 de octubre de 2017. Manifestaciones en decenas de ciudades 
españolas de colectivos ciudadanos haciendo un llamamiento al 
retorno de las instituciones catalanas a la Constitución, la lega-
lidad y el diálogo, que coinciden con algunas convocatorias en 
defensa de la unidad de España en ciudades como Madrid.
8 de octubre de 2017. Manifestación multitudinaria en Bar-
celona convocada por Societat Civil Catalana, entidad cívica 
que agrupa a personalidades de diversas sensibilidades políti-
cas, en defensa de la unidad de España. La manifestación es res-
paldada por partidos como C’s, PSC y PP y supone la primera 
gran concentración multitudinaria de ciudadanos en Cataluña 
en defensa de la unidad de España desde el inicio de la crisis 
catalana, congregando también a cientos de miles de personas.
10 de octubre de 2017. Comparecencia de Carles Puigde-
mont en el Parlament de Catalunya para valorar los resultados 
del 1-O. En el momento de escribirse estas líneas no se sabe 
si esta comparecencia se celebrará o no (el Tribunal Consti-
tucional ya ha suspendido un pleno convocado para el lunes 
a petición de la mayoría parlamentaria de JxS y CUP) ni si se 
anunciará a lo largo de esa semana una posible Declaración 
Unilateral de Independencia, seguida de medidas como la apli-
cación del artículo 155 CE por parte del Estado. Aunque es-
tas posibilidades siguen abiertas, también parece que un cierto 
ánimo de abrir vías de diálogo impera en amplias capas de la 
sociedad, tanto catalana como en la española en su conjunto. 
Todas las opciones siguen pues abiertas a día 9 de octubre, mo-
mento en que se escriben estas últimas líneas. v
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La regulación de la economía por los poderes públicos no es un 
fenómeno jurídico nuevo, en cuanto que siempre han existido nor-
mas de ordenación e intervenciones administrativas en los sectores 
más relevantes.
Sin embargo, a partir de los años ochenta del siglo pasado se inició, 
casi simultáneamente en toda Europa, un proceso de privatización 
de empresas que operaban en sectores económicos esenciales y 
que con anterioridad eran de titularidad pública. El Estado aban-
donó rápidamente su posición de gestor de empresas. Al mismo 
tiempo que su capital pasaba a manos privadas, se adoptaron medi-
das de liberalización de los indicados sectores económicos, algunos 
de los cuales organizados antes como monopolios, imponiendo la 
igualdad de condiciones en el mercado y la competencia entre ope-
radores. 
La ordenación de la economía liberalizada no se dejó, sin embargo, 
por completo, a las fuerzas del mercado, sino que se aprobaron 
normas, habilitaron intervenciones administrativas, se declararon 
derechos e impusieron obligaciones a las empresas. Estas actuacio-
nes públicas emplearon técnicas e instrumentos no experimenta-
dos en nuestra tradición jurídica o reconfiguraron los conocidos 
para adaptarlos a los nuevos principios de relación del Estado y el 
mercado.
Este conjunto de normas, instrumentos y técnicas de ordenación, 
supervisión e intervención, se agrupan en la denominada regulación 
pública de la economía. Sobre su disciplina jurídica se han publica-
do muchos estudios monográficos en los últimos años, pero era 
precisa una sistematización y explicación general. Este último es el 
objetivo de esta obra. Su primer volumen analiza los fundamentos 
e instituciones esenciales del derecho de la regulación. Los sucesi-
vos estudian las peculiaridades de la regulación en cada uno de los 
principales sectores de la economía.
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de 19 de julio de 2006. La presente obra 
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